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INFORME CONSOLIDADO DE LOS AVANCES DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS EN EL MARCO DE LA IV RONDA DE ANÁLISIS MESICIC 

MISIÓN PERMANENTE DE PARAGUAY

INTITUCIONES:

· Auditoría General del Poder Ejecutivo

· Contraloría General de la República

· Ministerio Público

· Corte Suprema de Justicia

· Secretaría de la Función Pública
MARZO, 2013

I. Auditoría General del Poder Ejecutivo
· Fortalecer a la AGPE dotándola de los recursos humanos y presupuestarios que se requieran para asegurar el cabal cumplimiento de sus funciones.

Para el corriente Ejercicio Fiscal 2013, la Institución tuvo un incremento de Gs. 558.622.779, en cuanto a la dotación de RR.HH. La Institución cuenta con 18 cargos vacantes cuyos nombramientos dependen de la liberación del equipo económico.

· Fortalecer la autonomía de los Auditores Institucionales Internos haciendo las modificaciones reglamentarias que se requieran, de manera de asegurar que los informes de auditoría interna sean remitidos directamente a la AGPE sin requerir revisión ni aprobación de las Autoridades Máximas de sus Instituciones.

· Hacer las modificaciones reglamentarias que se requieran de manera que la selección de los Auditores Institucionales Internos se realice mediante concursos públicos de mérito que contemplen los principios de publicidad, equidad y eficiencia, y que no sean de libre nombramiento.

Con respecto a los dos puntos anteriores, por el momento no se ha avanzado y estamos a la espera del inicio del periodo parlamentario, luego estaríamos empezando las gestiones pertinentes a fin de lograr las modificaciones de los reglamentos vigentes.

· Hacer las modificaciones reglamentarias que se requieran de manera que los informes de auditoría de la AGPE que muestren indicios de hechos punibles sean remitidos simultáneamente al MP y a la Presidencia de la República.

La AGPE es una Órgano de Control Interno dependiente de la Presidencia de la República y como tal el dueño del producto final de los informes de auditoría es el Presidente de la República, la instancia pertinente para decidir la remisión de los mismos al Ministerio Público. 

· Tomar las medidas que sean pertinentes de manera de asegurar que los manuales de funciones de todas las Instituciones bajo la competencia de la AGPE definan los requisitos académicos de los auditores.

Existe una normativa de la AGPE referente al perfil que debe reunir el Responsable de la Auditoría Interna Institucional, no obstante falta definir los perfiles de los Auditores Internos Institucionales, y en ese marco estamos conformando un comité para la elaboración de los perfiles requeridos para las Auditorías Internas Institucionales.  
Fortalecer a la nueva Dirección de Auditoría Forense dotándola de los recursos humanos y presupuestarios que se requieran para el cabal cumplimiento de sus funciones de detección.

La AGPE reglamentó las funciones de la Dirección General de Auditoría Forense, aprobado por Resolución AGPE N° 01/2013, donde se establecieron las reglas orgánicas funcionales y se aprobó el reglamento de procedimiento para la DGAF, así también sus auditores fueron capacitados por el Instituto de Estudios para la Consolidación del Estado de Derecho (ICED), no obstante los RR.HH. y presupuestarios para la realización de los trabajos siguen siendo limitados.
· Adoptar las medidas pertinentes para que el portal de internet de la AGPE sirva como herramienta útil para diseminar información acerca de sus rendiciones de cuentas publicando para ello las Memorias Anuales, y otra información pertinente por este medio.

En atención a esta recomendación, la AGPE, a través de la Coordinación de Comunicación ha impulsado la utilización del portal web de la Institución como medio moderno, económico y de gran alcance para difundir información a sus grupos de interés.

E n ese sentido, vale mencionar que en fecha 28 de noviembre del 2012, mediante Resolución AGPE Nº 427/2012, … “Por el cual se modifica la Resolución AGPE Nº 154/08, por el cual se adopta e implementa el Manual Estratégico de Comunicación en la Auditoría General del Poder Ejecutivo, dependiente de la Presidencia de la República”, se ha ratificado el uso del portal web de la AGPE como medio para diseminar información de interés general, para que sirva como medio de rendición de cuentas ante los distintos grupos de interés.

En lo que hace relación a la información propiamente dicha, se mencionan las dos publicaciones más importantes:

· Rendición de Cuentas 2012: es publicada en fecha 26 de Octubre de 2012, la misma abarca los periodos de Enero a Septiembre de 2012 y cuenta con información sobre: Auditorías en Curso, Informes y Dictámenes de Auditoría, Asistencias Técnicas, Evaluación de Desempeño, Capacitaciones, Seguimientos y Conclusiones de los Trabajos de Auditoría, Materiales Elaborados, Licitaciones, Auditoría Interna y Reuniones de Trabajo.    

· Memoria Anual 2012: es publicada en la página web en el mes de febrero del 2013 y en ella se describen los Informes de Gestión del periodo fiscal 2012 (Enero-Diciembre´12) de las Direcciones Técnicas, Dirección Administrativa, de Auditoría Interna y las demás áreas de apoyo.  

Por otra parte, en lo referente al diseño de la página web (colores, disposición de los menús, animaciones), la Coordinación de Comunicación presentó una propuesta para mejorar estos aspectos y propiciar la navegabilidad de los usuarios. La propuesta fue aprobada en fecha 31/10/12 por el Ministro-Auditor General y está 

pendiente de ejecución para el presente año, considerando la disponibilidad presupuestaria.

Actualmente en la AGPE está prevista una mayor inversión en los recursos informáticos a fin de lograr la eficiencia y eficacia en la entrega de los productos al grupo de interés. 

· Tomar las medidas pertinentes a los fines de que los planes anuales de la AGPE y las AII sean aprobados en tiempo y forma de conformidad con lo dispuesto en la normativa correspondiente.

El Plan Anual de Trabajo y cronograma de actividades para las Auditorías Internas Institucionales, para el Ejercicio Fiscal 2013, fue aprobado por Resolución AGPE N° 464/2012, y puesta en conocimiento del Presidente de la República.
· Promover las gestiones necesarias con otros Estados y organizaciones de cooperación para proveer a la AGPE con la cooperación técnica necesaria para la modificación de las normativas vigentes; cooperación técnica con entidades similares de otros países para mejorar la especialización de los Auditores. de la AGPE y de las All; cooperación y asistencia técnica de los organismos nacionales e internacionales para implementar el modelo de gestión por competencias en la organización que permita evaluar las competencias específicas que requieren los puestos de trabajo, para que pueda cumplir con sus funciones de una manera más eficaz.

Estamos en proceso de implementación de mecanismos de cooperación con organismos similares de otros países, como ser la Auditoría General de la República de Colombia, la Auditoría Interna de la Nación República Oriental de Uruguay, el Consejo de Auditoría Interna General del Gobierno de Chile, la Sindicatura General de la República Argentina, la Secretaría Federal de Controles Internos dependiente de la Contralaría General da Uniâo de Brasil. 

En el ámbito de la capacitación se están gestionando acuerdos de cooperación con la Universidad Nacional de Asunción (UNA), Servicio Nacional de Promoción Profesional (SNPP) y Centro de Adiestramiento en Servicios (CAES).
Desagregar la información estadística referida a la detección de los actos de corrupción, de manera que incluya datos que permitan establecer de manera clara el número total de investigaciones iniciadas en cada uno de los últimos cinco años, indicando cuántas se encuentran en curso; cuántas se encuentran suspendidas por cualquier razón y cuantas han culminado con la remisión al Ministerio Público para su diligenciamiento en el debido proceso.

En la reglamentación recientemente aprobada de la Dirección General de Auditoría Forense, se han establecido los mecanismos que permitirán desagregar la información necesaria que permitan proporcionar datos estadísticos referentes a investigaciones iniciadas. 

Creación de la Unidad Anticorrupción de la AGPE: 

En el marco de la creación de la Secretaría Nacional Anticorrupción (SENAC) dependiente de la Presidencia de la República así como también la Ley 997/1996 que aprueba la Convención Interamericana Contra la Corrupción, primer instrumento jurídico interinstitucional de anticorrupción y el MESICIC se ha creado por Resolución AGPE N° 62/2013,  la Unidad Anticorrupción de la AGPE a fin de promover la instalación de los mecanismos de integridad, transparencia, detección de hechos de corrupción, de participación ciudadana del sistema de monitoreo, evaluación y fortalecimiento institucional.

II. Contraloría General de la República
Recomendación 2.4.1. 

“…Tomar las medidas que considere necesarias a los fines de que la entrada al servicio de la CGR se realice a través de Concursos públicos con base en el mérito, reglamentándolos, y asegurando que se respeten los principios de publicidad, equidad, y eficiencia…”

Al respecto, por Nota CGR N° 849 del 16 de abril de 2012, se solicitó el apoyo de la Secretaría de la Función Pública para la realización del llamado a Concurso Público de Oposición, para diversos cargos a ser nombrados y contratados en la Contraloría General de la República. 

Posteriormente, se ha procedido a emitir la Resolución CGR No. 542 del 5 de julio de 2012 “POR LA CUAL SE DISPONE LA REALIZACION DEL PRIMER LLAMADO NACIONAL A CONCURSO PÚBLICO DE OPOSICIÓN PARA NOMBRAMIENTO DE TREINTA Y SEIS CARGOS VACANTES EN LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y SE INTEGRA LA COMISIÓN DE SELECCIÓN”. Por medio de la mencionada reglamentación se ha resuelto lo enunciado, como también la aprobación de las Bases y Condiciones para el llamado a Concurso Público de Oposición y se autorizó a la Dirección de Comunicación y Cooperación de la Secretaría de la Función Pública, a realizar los trámites simplificados para la publicación nacional del primer llamado a través de los medios de comunicación y el sitio web de dicha Secretaría.

En el considerando de la Resolución señalada precedentemente, se hace mención, entre otros,  a que es política institucional de la Contraloría General de la República llevar adelante una eficiente gestión de Recursos Humanos orientada a brindar servicios de calidad a la ciudadanía y a la Resolución de la Secretaría de la Función Pública No. 471/2012 “POR LA CUAL SE HOMOLOGAN LOS PERFILES Y LAS MATRICES DE EVALUACIÓN PARA DIVERSOS CARGOS A SER NOMBRADOS POR LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA QUE SERAN NOMBRADOS POR CONCURSO PÚBLICO DE OPOSICIÓN”
Cabe destacar la suscripción de Convenios de Cooperación interinstitucional con la Secretaría de la Función Pública por medio de la cual se asume el compromiso de trabajar en forma mancomunada con el propósito de implementar políticas de gestión y desarrollo de las personas que permitan impulsar el cambio cultural en la función pública y promover la profesionalización a través de sistemas de méritos e idoneidad, comprometiéndose la Contraloría General, entre otros, a implementar las políticas de gestión y desarrollo de las personas impulsadas por la Secretaría de la Función Pública.

En el marco de dicho Convenio se realizó la medición del grado de desarrollo de los sistemas de gestión de personas en la administración pública que sirven de base para desarrollar programas de mejora y fortalecimiento.

Por otro lado se viene implementando el Modelo Estándar de Control Interno de las Instituciones Públicas del Paraguay (MECIP), en el marco del cual se realizan mesas de trabajo para la Sistematización de las Políticas de Desarrollo del Talento Humano, en concordancia con los principios de equidad, eficiencia, justicia, transparencia, publicidad, al realizar los procesos de selección, inducción, formación, capacitación y evaluación del desempeño.



Recomendación 2.4.1. 

“…Reglamentar e implementar la carrera administrativa en la CGR teniendo en consideración los principios de publicidad, equidad, y eficiencia…”

La Contraloría General de la República, ha emitido la Resolución CGR No. 628/2002 “POR LA CUAL SE ESTABLECE LA CARRERA ADMINISTRATIVA DEL PERSONAL DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPÚBLICA”, en base al artículo No 37 de la Ley No. 276/94 que dispone: “Facultase a la Contraloría General de la República a reglamentar el Régimen de la carrera administrativa del Personal nombrado con funciones permanentes, debiendo establecer la escala general de remuneraciones, conforme a la responsabilidad e idoneidad técnica que cada funcionario tenga dentro de la estructura orgánica de la institución, con miras a la elaboración presupuestaria…”

En ese contexto, el Reglamento Interno de Personal, aprobado por Resolución CGR No. 627/2002 establece el Titulo Sexto “DEL REGIMEN DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA” cuya copia simple se anexa. 

Por Resolución CGR No. 1212 del 7 de diciembre de 2012 “POR LA CUAL SE ADOPTA EL PLAN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN EN LA FUNCIÓN PÚBLICA DE PARAGUAY COMO POLÍTICA INSTITUCIONAL DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA”, en cuyo considerando se menciona “la implementación efectiva de políticas y planes que garanticen la no discriminación, la igualdad, y el respeto a los derechos humanos en el ámbito institucional”, resolviéndose además impulsar la implementación de herramientas de 

monitoreo y evaluación de los indicadores establecidos en el primer Plan de igualdad y no discriminación en la función pública del Paraguay, conforme a las guías del Modelo Estándar de Control Interno para las instituciones públicas del Paraguay”

Por Resolución CGR No. 1060/2011 “POR LA CUAL SE APRUEBA Y ADOPTA EL PLAN ESTRATÉGICO, Y LA MISIÓN Y VISIÓN DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, PARA EL PERÍODO 2012/2016”, donde se ha establecido como Objetivo Institucional “Mejorar la gestión de los recursos a nivel institucional”, incorporándose como una de las estrategias: “Desarrollar el sistema de gestión del talento humano”, que tiene como meta: “Asignar al funcionario como al perfil requerido por los procesos, implementar las políticas de selección, desarrollo y bienestar del talento humano, indicándose como responsable a la Dirección de Gestión del Talento Humano”

En proceso de implementación el Modelo Estándar de Control Interno para Instituciones Públicas del Paraguay  MECIP.  Estándar de Control  Desarrollo del Talento Humano, ya señalado en la respuesta anterior.

Recomendación 2.4.3. 

“Tomar las medidas reglamentarias que consideren pertinentes, de manera que el proceso disciplinario administrativo de actos, que puedan generar responsabilidad penal, no quede supeditado al proceso penal, de manera que ambos procesos, puedan continuar simultáneamente, sin depender uno de los resultados del otro”.

El Reglamento Interno de Personal de la Contraloría General de la República, establece en el artículo 73: “Las sanciones disciplinarias establecidas de acuerdo a este Reglamento serán aplicadas independientemente y sin perjuicio de las prescriptas por el Código Penal y de la Responsabilidad Civil emergente de los daños causados”

El artículo 74 señala: “Si a un funcionario le ha sido dictado auto de detención y/o prisión, se le suspenderá en el ejercicio del cargo, sin goce de sueldo. Si la medida fuese levantada o revocada, antes de dictarse la sentencia, por desvanecerse los motivos o los indicios que originaron la medida, la suspensión quedará sin efecto, debiéndose readmitido, sin más trámite en el mismo nivel jerárquico que ocupaba”.

 Asimismo, esta recomendación se encuentra en trámite de la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la CGR, para su estudio pertinente, de conformidad a nuestro ordenamiento positivo nacional y de acuerdo al orden de prelación constitucional.

Recomendación 2.4.4.

“Tomar las medidas reglamentarias que considere pertinentes, de manera que la responsabilidad disciplinaria, administrativa continúe incluso después que el funcionario haya renunciado o dejado el servicio público, por cualquier razón” 

Se asignó al Departamento de Gestión Anticorrupción dependiente de la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la CGR, la potestad de realizar las diligencias tendientes al esclarecimiento de presuntas faltas y/o hechos punibles realizados por funcionarios de la Contraloría General de la República o personas que presten servicios personales a la institución, con el objetivo de verificar la existencia de méritos para la instrucción de sumarios disciplinarios, rescisión de contrato o la formulación de denuncia ante los organismos jurisdiccionales. 

(Fuente: Publicación realizada en la Revista Tesaka 2012 (transparencia en idioma guaraní) en oportunidad de la jornada de Rendición de Cuentas a la Ciudadanía – Pagina 10).

Esta recomendación se encuentra en trámite en la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la Contraloría General de la República, para su estudio pertinente, de conformidad a nuestro ordenamiento positivo nacional y de acuerdo al orden de prelación constitucional correspondiente.

Recomendación 2.4.5.

“Adoptar las medidas pertinentes para que el portal de internet de la CGR, sirva como herramienta útil, para diseminar información, acerca de sus objetivos y funciones, de los procedimientos establecidos para el cumplimiento de sus funciones, y la forma de realizar gestiones ante la institución, entre otros…”

A través del Proyecto de Fortalecimiento Institucional CGR/Banco Mundial, se adjudicó a la firma PUNTO PY la consultoría para el rediseño y desarrollo de un nuevo sitio web de la CGR, actualmente en etapa de propuesta por parte de la firma del diseño del sitio.

Se ha dispuesto mejoras en el sitio web del Departamento de Control Ciudadano, durante la Feria de Rendición de Cuentas de la CGR a la ciudadanía denominado Tesaka 2012 (transparencia en idioma guaraní). Dicho operativo es continuo y se encuentra vigente, como parte de las acciones de mejora. Se implementó la incorporación de formularios de solicitud de acceso a la información pública, denuncias ciudadanas y solicitud de formación en veedurías, todos incluidos en un icono exclusivo para la atención a la ciudadanía. Con esta acción la CGR ha podido acudir a las comunidades más distantes. 

La CGR puso a disposición de la ciudadanía, un nuevo procedimiento que le permitirá solicitar información de carácter público que obre en la CGR o en una institución sujeta a su control. Asimismo, en el marco del Plan de Comunicación del Programa Umbral Paraguay II, con el apoyo de la USAID (Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional), como parte de una estrategia general de apoyo para la difusión de las reformas implementadas en la institución y en el marco de las acciones de comunicación, se contempla la realización de un manual de acceso a la información pública para la CGR, con el objetivo de facilitar el acceso a la información pública, por parte de la ciudadanía, todo ello en el marco de la implementación del Modelo Estándar de Control Interno para las instituciones públicas del Paraguay (MECIP).

Asimismo, se habilitó un espacio en el sitio web donde se da a conocer el Modelo Estándar de Control Interno del Paraguay (MECIP) a través de un audiovisual de 10 minutos de duración y los productos logrados en el mismo. Se puede apreciar también que se han incorporado iconos de facebook y twiter, donde los ciudadanos pueden interactuar directamente con la Dirección de Comunicación de la CGR.

Fuente: Memoria 2011 e Informe de Gestión 2011 al Ministerio de Hacienda (Ver numeral 4), los cuales se anexan al presente informe ejecutivo.

Recomendación 2.4.6.

“Desagregar la información estadística relativa a las auditorias regulares y forenses, de manera que pueda conocerse las razones la diferencia entre número de auditorías con reporte de indicio de hecho punible y aquellas que fueron denunciadas ante el Ministerio Público y hacer posible su análisis” 

Al respecto se adjunta copia de la Memoria de la Contraloría General de la República, donde se puede apreciar el Informe de Gestión Jurídica de la institución, donde se señalan los reportes de indicios de hechos punibles contra el patrimonio, detalle de reportes más relevantes presentados por la Dirección de Auditoría Forense, formulario de hechos punibles remitidos al Ministerio Público al 31/11/2012 por las unidades organizacionales de gestión misional, denuncias penales sobre la supuesta comisión de hechos punibles remitidos al Ministerio Público, durante el ejercicio fiscal 2011. Se anexa igualmente, informe de gestión jurídica durante el ejercicio fiscal 2012. 
Observación: La Dirección de Auditoría forense se creó con apoyo de la USAID (Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional) bajo el programa de reforma judicial para desarrollar mecanismos internos, tendientes a optimizar la labor de control de la CGR, específicamente en el área correspondiente a los hallazgos de indicios de hechos punibles. Se adjunta Memoria de la CGR 2011. Ver páginas 229 al 264. 

Se adjunta copia de la Nota de la Contraloría General de la República Número 2638 del 19 de julio de 2012 dirigida al Fiscal General donde se señala: ”este Organismo Superior de Control considera imprescindible contar con datos estadísticos respecto a las causas abiertas en el Ministerio Público generadas a partir de las denuncias penales y los formularios de Reportes de Indicios de Hechos Punibles remitidos por esta Institución, y para lo cual, requiere la colaboración de la Institución a su digno cargo, mediante la provisión de un informe sobre el particular…” “En ese sentido se solicita sirva informar a que Unidades Fiscales han sido asignadas cada una de las denuncias penales y los formularios de Reportes de Indicios de Hechos Punibles ingresados al Ministerio Público, de conformidad al listado adjunto que contiene los detalles de los mismos durante los ejercicios fiscales 2006,2007,2008,2009,2010,2011 y 2012…” 

Por Nota CGR No. 3592 del 27 de agosto de 2012 se reitera la solicitud de remisión del informe solicitado en la Nota CGR No. 2638/2012.

Por Nota F.G.E. No. 102 del 11 de febrero de 2013, el Fiscal General del Estado en contestación a la Nota CGR No. 2638 y 3592 remite la “Nota D.D.P. No. 89, emanada del Director de Denuncias Penales, a través de la cual informa que se han ubicado en la Base de Datos informático, los reportes de los años 2006, 2007, 2008, 2009, 2010 y 2011…”. Se adjuntan copias.

Recomendación 2.4.7.

“Elaborar información estadística respecto a la responsabilidad resarcitoria de manera que pueda conocerse cuál ha sido el nivel de recuperación de activos en los casos de delitos contra el patrimonio público”

Con relación a esta recomendación se señala que a la fecha la Contraloría General de la República no cuenta con información estadística respecto a la responsabilidad resarcitoria de manera que pueda conocerse cuál ha sido el nivel de recuperación de activos en los casos de delitos contra el patrimonio público. 

La Contraloría General de la República ha suscripto el Convenio de Cooperación y Apoyo Interinstitucional con la Procuraduría General de la República en fecha 10 de noviembre de 2009 con el propósito de “establecer líneas de acción que permitan a ambas instituciones afrontar de manera más eficiente y eficaz, la lucha contra la corrupción, a través de una mejor coordinación, con énfasis, en la cooperación interinstitucional y en el fortalecimiento de los sistemas institucionales de trabajo; con base en la Convención Interamericana contra la Corrupción. Se anexa copia del documento. 

En virtud del mencionado Convenio, una de las actividades del Departamento Anticorrupción de la Contraloría General de la República, es remitir a la Procuraduría General de la República, copias del formulario de los reportes de indicios de hechos punibles contra el patrimonio, y elevados al Ministerio Público, cuyas copias de requerimiento se adjuntan al presente informe.

Recomendación 2.4.8.

“Actualizar la información suministrada respecto de los resultados de seguimiento de los reportes de indicios punibles contra el patrimonio elaborado por el Departamento de Auditoria Forense que fueron transmitidos al MP, de manera que contengan información completa y al día”.

Ver respuesta de la Recomendación 2.4.6

Se puede señalar el Convenio de Cooperación Interinstitucional entre la Contraloría General de la República y el Ministerio Público del 20 de setiembre de 2005 cuyo propósito es “…establecer líneas de acción que permitan a ambas instituciones afrontar de manera más eficiente y eficaz la lucha contra la corrupción pública a través de una mejor coordinación, con énfasis en la cooperación interinstitucional y en el fortalecimiento de los sistemas institucionales de trabajo…”., cuya copia se adjunta.

Otras acciones de mejora con respecto a las recomendaciones:

Se encuentra en estudio las siguientes propuestas de acciones:

1. Organizar jornadas de capacitación a los funcionarios en relación a: 1.1. La Convención Interamericana contra la Corrupción y los avances en la implementación de las recomendaciones del MESICIC para la República del Paraguay. 1.2 Difusión del Código de Buen Gobierno de la Contraloría General de la República. 1.3. Existencia y el propósito de la responsabilidad de denunciar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento. 

2. Dar continuidad a los siguientes Convenios:

Convenio de Cooperación Interinstitucional de la CGR con la Defensoría del Pueblo (2004) referente a la implementación un sistema de recepción de denuncias de hechos de corrupción con protección de la identidad del denunciante. El sistema articula la participación de ambas instituciones en dos fases: recepción de denuncias y seguimiento a cargo de la defensoría del Pueblo y Auditoría y Control, por parte de la Contraloría General de la República.

Convenio de Cooperación y Apoyo Interinstitucional entre la Contraloría General de la Republica y la Procuraduría General de la Republica, especialmente en cuanto hace al compromiso entre las partes entre otros, de realizar acciones preventivas y correctivas, y fortalecer las acciones conjuntas de control a efectos de lograr sancionar a los responsables de las conductas que atenten contra el patrimonio del Estado;  la generación de mecanismos que permitan realizar un cruce fluido de comunicación; el diseño y formulación de planes de acción y acuerdos entre las instituciones, los cuales coordinaran la conformación de los grupos especiales de trabajo para adelantar las investigaciones conjuntas necesarias; implementación de mecanismos y protocolos de comunicación y cooperación entre las instituciones;  disponer lo pertinente para el seguimiento y evaluación de los resultados de las acciones; fomentar la suscripción y  adhesión al presente convenio de cooperación interinstitucional con organismos de la Administración Central, el Ministerio Público y otros organismos nacionales e internacionales.               Convenio de Cooperación Interinstitucional con el Ministerio Público.

3. Se ha sugerido fortalecer una Unidad de Transparencia y/o unificar las funciones de unidades afines,  e identificar la interacción que tendrá la Unidad con otras unidades afines institucionales.  Esta unidad podría integrar asimismo al Equipo de Ética Pública de la Institución.
4. Con relación a SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE LOS INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 4 DE LA CONVENCIÓN), se sugiere que la  Dirección General de Asuntos Jurídicos realice el  análisis, seguimiento y aplicación de acciones en cuanto a las recomendaciones formuladas por el Comité de Expertos, instando a que se produzcan avances que pueda reflejar un progreso real y efectivo en la aplicación de las disposiciones de la Convención Interamericana contra la Corrupción.

5. Se sugiere asimismo, analizar,  los proyectos de ley sobre el tema, los estudiados y presentados a la CGR, actualizarlos y adecuarlos a los requerimientos de las recomendaciones efectuadas por el MESICIC, realizar las presentaciones necesarias conforme al procedimiento constitucional establecido.

Por último, adjuntamos a modo de información el Informe de Gestión de Cierre del Ejercicio Fiscal 2012, que contiene varias actividades de la Contraloría General de la República como Órgano Constitucional y legal de Control de la República del Paraguay, en donde asimismo, se señalan acciones relacionadas a mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción; mecanismos de consulta; mecanismos para estimular la participación en la gestión pública, además de asistencia y cooperación.

III. Secretaría de la Función Pública
Punto 4.4.1 “Reglamentar e implementar en la  SFP y las instituciones bajo su competencia la carrera del Servicio Civil, asegurando que el ingreso de este servicio de carrera se haga mediante el principio del mérito, teniendo en cuenta el elemento de la idoneidad”.
Plan de acción: la SFP se ha encontrado -en el camino de profesionalizar el Servicio Civil- varias dificultades y en diversos ámbitos que son citadas a continuación para mejor entendimiento:

Ámbito Político: por la falta de voluntad y la carencia de priorización entre las Políticas de Gobierno; de hecho existe una fuerte resistencia a dejar el prebendarismo y clientelismo político de las autoridades de turno.  Para contrarrestar el efecto, la SFP ha ido trabajando con diversas estrategias sensibilizando a  las Autoridades Políticas Nacionales logrando paulatinamente la adhesión voluntaria a las Políticas emanadas por la SFP y  como ejemplo citamos la Concursabilidad en la Contraloría General de la República, institución que ha presentado una acción de inconstitucionalidad contra la Ley 1626/00.

Ámbito Administrativo: el insuficiente  recurso presupuestario y humano, tanto  en la SFP como en las otras instituciones, que hacen que no se desarrollen las  Unidades de Gestión y Desarrollo de las Personas (UGDP) que son las que trabajan con  la Dirección General de la Carrera del Servicio Civil de la SFP.

Ámbito Técnico: la débil estructura y capacidad técnica de la SFP como órgano central formulador de normativas de Políticas de Recursos Humanos y mecanismos para el control de cumplimiento de la Ley Nº 1626/2.000 y sus reglamentos, por lo manifestado en el punto anterior.  La SFP necesita incorporar a su plantel de personal permanente y contratados técnicos, que trabajen con calidad porque con su actual infraestructura no estará capacitada para hacer frente la gran cantidad de actividades que se le presentan diariamente y  es insuficiente.

 Ámbito Socio – Cultural: existe mucha  incredulidad y desconfianza hacia la posibilidad de contar un servicio público profesionalizado como pilar de la Modernización de la Administración Pública Paraguaya, el ciudadano común y las mismas autoridades no creen que se pueda lograr,  por lo que el principal desafío siempre es el  de transformar la cultura del paraguayo de que se puede alcanzar el objetivo y llevar adelante el proceso para que no pueda dar marcha atrás.

Con estos antecedentes mencionados, ésta administración ha remitido al Poder Ejecutivo el Proyecto denominado SICCA que son las siglas de “Sistema Integrado Centralizado de la Carrera Administrativa” cuyas principales características son que:

1. Crea el Portal Único del Empleo Público www.paraguayconcursa.gov.py,  a través del cual se gestionarán todos los procesos de ingreso y promoción en la función pública por Concursos Públicos de Oposición, Concursos de Méritos y Concursos de Oposición.

2. El SICCA funcionará con centralización normativa en la SFP y descentralización operativa en las nuevas UO-SICCA que deberán crear los OEE dentro de las UGDP.

3. Plantea una conectividad en línea con la Base de Datos de otras instituciones públicas como el Departamento de Identificaciones de la Policía Nacional, el registro del Estado Civil de las Personas administrado por el Ministerio de Justicia y Trabajo, y la Dirección de Decretos de la Presidencia de la República.

4. Aprueba la estructura informática del SICCA con cada uno de sus subsistemas o módulos necesarios (planificación, selección e ingreso, evaluación del desempeño, movilidad y promoción, capacitación, remuneraciones, jurídico, desvinculación y legajo digital) vinculado con el SINARH (Sistema Nacional de Recursos Humanos), plataforma informática del Ministerio de Hacienda (MH), con énfasis en pagos.

5. Plantea una estrategia de implementación gradual y progresiva (piloto año 2013 y obligatoria año 2014),  con fases concretas para su implementación, resumidas en:

a. Socialización, formación y capacitación en las nuevas políticas y herramientas de gestión de personas, a cargo de la SFP.
b. Registro de información de funcionarios y contratados de cada OEE, a cargo de las UO-SICCA.
c. Implementación de procesos de los diversos subsistemas, a cargo de las UGDP de los OEE con la asistencia técnica de la SFP.
d. Seguimiento y Evaluación, a cargo de la SFP.
El proyecto de Decreto fue entregado a la Presidencia de la República y se encuentra en estudio, el resultado será la regulación del Servicio de la Carrera Civil que permitirá el acceso a la función pública por medio de concursos públicos de oposición, prevaleciendo los méritos y la idoneidad. Nos hallamos en la espera de la firma de dicho Decreto Presidencial.

El desafío para el 2013 es el de lograr el apoyo político a favor de la Profesionalización de la Función Pública como eje transversal de todas las Políticas Públicas de Estado y el único camino para que toda mayor inversión social y en infraestructura tenga impactos en el mejoramiento del nivel actual de Desarrollo Humano del país (Inversión en capital humano).

Además, seguir aplicando estrategias comunicacionales de sensibilización a las autoridades, a los funcionarios y a la ciudadanía en general, para construir con sentido de responsabilidad social un Estado eficiente, de calidad y al servicio de la ciudadanía.

Y, el desafío futuro es aprobar una Política Salarial del Sector Público, que sea equitativa entre las instituciones públicas y entre los poderes del Estado, con impacto fiscal sostenible en el mediano y largo plazo. 
Punto 4.4.2  “Agilizar la promulgación del Decreto Ejecutivo que pone en vigencia el Código de Ética marco del Poder Ejecutivo para todas las instituciones bajo su competencia, asegurando que dicho Código contenga previsiones para su implementación y sanciones efectivas en caso de incumplimiento” 

En fecha 28 de noviembre de 2012 el Presidente de la República don Federico Franco ha promulgado el Decreto N° 10.143 “Por el que se aprueba el Código de Ética del Poder Ejecutivo que establece la vigencia de un sistema de gestión ética en base a valores y normas que deben regir y orientar la conducta de las autoridades y de los servidores públicos”.

En el Artículo 42 de dicho Decreto se obliga a la SFP a implementar las medidas administrativas y técnicas para la efectiva aplicación del presente Código dentro del plazo establecido, con lo que se da cumplimiento a esta recomendación.
Punto 4.4.3 “Desarrollar e Implementar el Código de Ética de la Secretaria de la Función Pública con base al Código de ética marco del Poder Ejecutivo y asegurar que las instituciones bajo su competencia cuenten con Códigos de Éticas similares”

Plan de acción: la SFP ha difundido la Resolución N° 55 del 17 de enero de 2013 donde se designa a los integrantes del Comité de Ética en el marco de la implementación del MECIP, que será el colegiado que tendrá como funciones desarrollar e  implementar el Código de Ética de la Secretaría.  

El equipo técnico MECIP ha socializado el documento y fue  discutido  durante la jornada de Planificación Estratégica Institucional donde participaron los integrantes de la alta gerencia de la institución y el Comité de Ética.

Y, por Resolución N° 72/2013 del 29 de enero de 2013 se ha resuelto la aprobación del Código de Ética de la SFP con lo que se da cumplimiento a esta recomendación. 

A su vez, como ente designado para implementar el Código de Ética en las demás instituciones, la SFP ha cursado sendas notas a los demás integrantes de los Organismos y Entidades del Estado recordando su cumplimiento.  En el transcurso del año se propondrá un procedimiento que asegure el control de la existencia o no del Código de  Ética en las demás instituciones.
Punto 4.4.4: “Tomar las medidas necesarias para que el proceso disciplinario administrativos de actos que también puedan generar responsabilidad penal no quede supeditado al proceso penal, de manera que ambos procesos puedan continuar simultáneamente sin depender uno de los resultados del otro”

Para tomar en cuenta las recomendaciones emanadas de la Cuarta Ronda de análisis, se debe proceder a un somero análisis del núcleo factico presentado y explicar porque el Derecho Administrativo espera por una decisión del Derecho Penal para dictar Resolución.

Cabe destacar que en los orígenes,  el Derecho Administrativo sancionador era parte del Derecho Penal, considerando que ambos tenían por objeto investigar hechos que eran considerados “ilícitos” de una u otra manera pero que, por la propia esencia de las materias fueron separándose,  sin que esa situación sea considerada una ruptura; rigiéndose por principios y preceptos que les son propios, pero aclarando que ambas materias siguen teniendo carácter represivo hasta la actualidad. 

No quedan dudas de que el Derecho Administrativo sancionador concretado a través del procedimiento disciplinario, es una garantía fundamental de un Estado de Derecho, materializado por una serie procesos tendientes a determinar la existencia o no de una infracción, falta o incumplimiento de parte del funcionario público.

Sin embargo, al mismo tiempo es una garantía  que tiene el funcionario para poder ejercer su defensa sin el acoso o la persecución arbitraria de sus superiores de turno, por lo que la conclusión es que, nos encontramos ante dos ramas jurídicas autónomas vinculadas por su función que es la de hacer respetar las normas de cada institución.

Sin embargo, por el tipo de bien jurídico protegido en ciertas ocasiones, el Derecho Penal debe prevalecer respecto del disciplinario, por la composición fáctica del hecho investigado  que tienen que ver con la acción penal pública y que conlleva a la  necesidad de esperar por una decisión en el ámbito penal, para evitar contradicciones en las decisiones finales emanadas en relación a un mismo hecho.

Sin lugar a dudas, las sentencias dictadas (aquí Resoluciones) en sentido diferente sobre un mismo hecho en el ámbito administrativo y penal,  quebrantarían el orden del sistema y,  llevaría a un caso de “strepitus fori”
, o dicho de otra manera, un escándalo jurídico. 

Un simple ejemplo para graficar  las ideas, en un caso dado si se resuelve falta de mérito, se sobresee a un funcionario, se dicta Resolución en el ámbito administrativo  y a posteriori el mismo funcionario se ve involucrado en una causa penal por el mismo hecho, por la aparición de pruebas contundentes que concluiría con su procesamiento y probable  condena como autor, desde el punto de vista del régimen disciplinario ya no podría ser sancionado porque ya fue resuelto, por lo que al cumplir su condena puede reintegrarse a sus funciones sin ningún obstáculo porque cuenta con una Resolución administrativa que lo ampara.

De manera tal que se generaría una dicotomía jurídica que, de cumplirse con la norma general - esperar se resuelva-  no se hubiera producido, sumando a ello la  economía de  procesos que pudieran surgir a posteriori de la Sentencia o Resolución. 

Por otro lado y para abundar en el tema,  podemos encontrar el fundamento para la suspensión del sumario, en lo dispuesto por el artículo 79 de la Ley 1626/2000 que contempla la suspensión del sumario administrativo hasta que  se dicte sentencia, no dice que concluye solo la suspende, y es una norma de orden público aplicable en los casos donde el pronunciamiento administrativo se halla íntimamente vinculado al resultado del proceso penal. 

Asimismo vale recalcar que, en estos hechos se encuentra en juego la libertad y/o la responsabilidad personal del sujeto, quien podría ver afectado sus garantías constitucionales de defensa en juicio, debido proceso y legalidad en caso que vayan paralelos o que  concluyan en sentido diferente una de otra.

En base a lo expuesto, la aplicación de la suspensión del sumario a la resulta de la causa penal es un elemento que colabora sin lugar a dudas con la aplicación concreta de estas garantías consagradas en nuestra Carta Magna.

En base a lo mencionado,  hay que tener en cuenta un aspecto muy importante  que contiene el Art. 80 de la Ley 1626/00, que  expresa claramente que el sumario administrativo es independiente de cualquier proceso que se inicie contra el funcionario público, sin embargo cuando se remite al Art. 79 que habla de que cuando la falta imputada al funcionario constituyese, además, un hecho punible de acción penal pública
, situación en la cual el proceso queda suspendido y supeditado al proceso judicial, se presentan situaciones que se debe tener en cuenta y que son someramente  citadas a continuación:

En primer lugar, que no por quedar pendiente de las resultas de la causa penal, el funcionario queda impune,  considerando que el mismo es suspendido a ejercer el cargo que estaba ocupando hasta que se dicte sentencia, y, en caso de condena posterior ya es inmediatamente destituido.

En segundo lugar, el juez sumariante es a su vez un funcionario y está obligado por el Código Procesal Penal a denunciar un hecho que llegue a su conocimiento en el ejercicio de sus funciones
 por lo que debe remitir los hechos al Ministerio Público en caso que existan sospechas fundadas para hacerlo.

Abundando en datos, el Art. 81 de la Ley 1626/2000 dice que la sanción administrativa aplicada a un funcionario público por la comisión de una falta se aplica sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que le pudiera corresponder por el hecho imputado.

En ese sentido por lo expuesto muy sucintamente, por Principio General del Derecho y para evitar un caos jurídico,  no existen medidas hasta el momento que puedan ser tomadas por la Secretaría de la Función Pública para  que ambos procesos – Administrativo y Penal- puedan continuar simultáneamente sin depender uno de los resultados del otro.

Por otro, lado el Estado de Derecho implica una clara limitación del poder público, el ejercicio de este poder no es absoluto y se encuentra limitado por normas jurídicas que fijan el ámbito de actuación de las autoridades y funcionarios públicos. 

En efecto, la limitación impuesta por el Estado de Derecho exige, en todo caso, la adecuación estricta de la actividad administrativa a autorizaciones positivas previstas en el ordenamiento jurídico vigente (Principio de Legalidad), vedando a las autoridades y funcionarios cualquier acción al margen de estas autorizaciones. La limitación también se encuentra claramente establecida con el principio de división de poderes, por lo que ninguna autoridad administrativa puede soslayar la responsabilidad del ámbito penal.

Lo más razonable sería la modificación de la Ley 1626/2000 luego de un análisis exhaustivo de los hechos de modo a no torcer los principios generales del Derecho en relación a sentencias contradictorias, del debido proceso y del nom bis in ídem.

Punto 4.4.5 “Tomar las medidas necesarias para que la responsabilidad disciplinaria administrativa continúe incluso después de que el funcionario haya renunciado o dejado el servicio público por cualquier razón, en el marco de un sumario administrativo”

Plan de acción: en primer lugar, por el Art. 1 de la Ley 1626/2000 hay que destacar que el objeto de la Ley es la de regular la situación jurídica de los funcionarios y de los empleados públicos del Estado, ergo una vez que renuncien dejan de ser parte de la misma.

En ese orden de ideas, la SFP se halla trabajando en la modificación del Decreto Reglamentario de la Ley 1626/2000, N° 17781/2002 “POR EL CUAL SE REGLAMENTA EL CAPITULO XI DEL SUMARIO ADMINISTRATIVO DE LA LEY 1626/2000 “DE LA FUNCION PUBLICA”.

El objetivo es incluir un artículo en la cual el ciudadano funcionario público que renuncie a su cargo,  para no ser pasible de sumario administrativo y quedar sin sanción, el proceso pueda ser realizado en forma sumaria.

Este procedimiento va ser factible, considerando que hasta que se acepte su renuncia y pasen los días obligatorios de preaviso, habrá el suficiente tiempo para que el sumario pueda concluir con una Resolución.

De esa manera, no podrá eludir la responsabilidad surgida con su acción, por medio de una renuncia.  Del principio mismo  del Estado de Derecho surge  la responsabilidad personal de las autoridades y funcionarios públicos por las transgresiones cometidas en el desempeño de sus funciones. 

La  Constitución es clara al respecto al disponer en el artículo 106 que “Ningún funcionario o empleado público está exento de responsabilidad. En los casos de transgresiones, delitos o faltas que  cometiesen en el desempeño de sus funcionarios son personalmente responsables...”.

Tesis que refuerza la obligación de la SFP de velar por el cumplimiento de las normas establecidas.

Punto 4.4.6 “Tomar las medidas reglamentarias que sean necesarias de manera de que el personal contratado cuente con un proceso disciplinario, ya sea el aplicable a los funcionarios permanentes incluyendo los sumarios administrativos, u otro equivalente”

Al igual que lo mencionado en el punto anterior,  la SFP se encuentra trabajando en la modificación del Decreto N° 17781/2002 “POR EL CUAL SE REGLAMENTA EL CAPITULO XI DEL SUMARIO ADMINISTRATIVO DE LA LEY 1626/2000 “DE LA FUNCION PÚBLICA” donde se ingresará un artículo relacionado con el personal contratado que se encuentren con un sumario iniciado o sea pasible de ser sumariado.

El artículo se referirá a la aplicación de un  Procedimiento Abreviado de modo que sea rápido y se resuelva dentro del contrato que une al ciudadano con el estado paraguayo.  En caso que el mismo renuncie o su contrato llegue a término sin una Resolución conclusiva, el sumario quedará interrumpido pudiendo ser reanudado inmediatamente al ser ingresado el mismo ciudadano como funcionario permanente o contratado en el anexo de personal de la misma o de otra institución.

De ese modo ningún funcionario contratado quedará sin proceso disciplinario.

Punto 4.4.7 “Fortalecer a la SFP, dotándola de los recursos humanos y presupuestarios que se requieran para asegurar el cabal cumplimiento de sus funciones, dentro de los recursos disponibles”

Plan de acción: la SFP se encuentra trabajando en la elaboración de un Presupuesto General de Gastos para el año 2014, con el objetivo de lograr incrementar su anexo de personal en números.

La SFP necesita de recursos humanos calificados técnicamente para llevar adelante el objetivo de su creación.  Con un aumento de recursos humanos y financieros paulatinamente se irá fortaleciendo, pero como ya se mencionó para ello se  necesita contar con un incremento del nivel de la línea presupuestaria 100 referente a los recursos humanos.

Punto 4.4.8 “Adoptar las medidas pertinentes para facilitar la participación de la ciudadanía en el proceso de quejas y denuncias, tales como la incorporación de un buzón de quejas en el portal de internet de la SFP”

Plan de acción: la SFP se encuentra en proceso de creación del buzón de quejas y denuncias que estará habilitada en el portal de la institución.  La misma posibilitará a cualquier ciudadano realizar sus denuncias en forma confidencial y tendrá dos canales de vinculación.

Una directamente con la SFP en los casos de denuncias de orden administrativo y la otra se ocupará de realizar investigaciones sobre hechos que puedan ser considerados punible y cuyos resultados serán derivados a la Secretaría Nacional Anticorrupción (SENAC).

Punto 4.4.9 “Desagregar la información estadística referida a las quejas y denuncias, de manera que incluya datos que permitan establecer de manera clara el número total de investigaciones iniciadas en cada uno de los últimos cinco años, indicando cuantas se encuentran en curso, cuantas se  encuentran suspendidas por cualquier razón, cuantas han prescriptos por no haber sido concluidas en los términos establecidos, cuantas han sido archivadas sin que se haya podido adoptar una decisión de fondo sobre el caso investigado, cuantas se encuentran en condiciones de permitir que con base en ellas se pueda adoptar una decisión de fondo sobre el caso investigado y cuantas han hecho curso hacia la instancia competente para adoptar dicha decisión , en orden a identificar retos y recomendar medidas correctivas”

Plan de acción: tal cual se mencionó en el punto anterior, la SFP por medio de la habilitación de su buzón de quejas y denuncias, llevará adelante la estadística de todos los datos de las investigaciones iniciadas con sus respectivos resultados.

A continuación se presenta el resultado al año 2012 de la unidad de Transparencia de la SFP.  Cabe destacar que también la Dirección de Enlaces Sindicales recibe denuncias pero que no están insertas en el informe.

	 
	 
	2012

	Recepción e investigación de denuncias
	 
	Recepción
	Pendientes
	 

	
	 
	198
	 
	 

	
	Derivados
	Desestimadas
	Pendientes
	Investigadas
	Finiquitadas

	
	9
	6
	50
	 
	95


4.4.10 “Sin perjuicio de las recomendaciones que se le formularon en la Primera y Segunda Rondas, tomar las medidas que considere pertinentes a los fines de asegurar que todas las instituciones bajo su competencia reglamenten e implementen los concursos de mérito para acceder al servicio civil”
La SFP ha presentado ante la Presidencia de la República un proyecto de Decreto que torne obligatoria  el uso del sistema denominado SICCA donde el concurso público de oposición será la única opción para el ingreso en la función pública tal como lo dispone la Ley 1626/2000.  

Para ello como se mencionó, la institución ha desarrollado el  Sistema Integrado Centralizado de la Carrera Administrativa (SICCA) que permitirá contar  con información  de RRHH actualizada y confiable en tiempo real de los Organismos y Entidades del Estado (OEE) y apoyar la gestión institucional de las autoridades para el cumplimiento de los objetivos estratégicos de cada OEE para planificar la dotación óptima de RRHH por institución o área.
También publicar  las vacancias de cargos permanentes y temporales para ser llenados por Concurso Público de Oposición, de modo a fortalecer las capacidades del MH/SFP en  la gestión administrativa – financiera y en la profesionalización.
Ello permitirá propiciar el mejoramiento cualitativo del gasto público en servicios personales (Grupo 100) y ordenar la gestión integral de los Recursos Humanos para implementar gradual y progresivamente  la Carrera del Servicio Civil (Carrera Administrativa) en todos los OEE.
Facilitará el monitoreo de la doble remuneración, inhabilidades, despidos y retiros voluntarios, entre otras, pero fundamentalmente transparentará el proceso de ingreso del ciudadano en la función pública, con lo que se logrará un cambio fundamental en la cultura de nuestro país de cambiar puestos de trabajo por favores de distintas índoles.

Estamos en espera de la promulgación de dicho Decreto y abocados a llevar adelante las políticas destinados a la lucha contra la corrupción.

Observación: tanto el Ministerio Público como la Corte Suprema de Justicia, no entregaron sus respectivos informes en tiempo y forma.
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